JUZGADO DE INSTRUCCION NUMERO 15 DE VALENCIA

NIG 46250-43-1-2010-0124964
Procedimiento: Diligencias Previas Nº 3751/10

	
A U T O
	
	En Valencia, a dos de octubre de dos mil doce.
	
ANTECEDENTES DE HECHO
	
PRIMERO.-La Fiscal, en las actuaciones al margen referenciadas y de conformidad con lo establecido en el artículo 3 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, ha presentado escrito el día 1 de octubre de 2012 por el que interesa que se dicte una resolución por la que se tenga como imputado en el presente procedimiento a CARLOS CRESPO CALATRAVA, como presunto autor de un delito de blanqueo de capitales, previsto y penado en el artículo 301 del Código Penal en su redacción dada por la LO 15/2003, vigente desde el 1 de octubre de 2004 hasta el 23 de diciembre de 2010.

SEGUNDO.- El Ministerio Fiscal expone, en apoyo de su petición, los siguientes Fundamentos:

“PRIMERO.- El artículo 301 del Código Penal castiga “1. Al que adquiera, convierta o transmita bienes, sabiendo que éstos tienen su origen en un delito, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, o para ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales de sus actos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años y multa del tanto al triplo del valor de los bienes. 

En el apartado cuarto del citado precepto se establece una regla de extraterritorialidad aplicable a los hechos denunciados que dice: “El culpable será igualmente castigado aunque el delito del que provinieren los bienes, o los actos penados en los apartados anteriores hubiesen sido cometidos, total o parcialmente, en el extranjero”. 

Por su parte,  el delito de banqueo de capitales ha sido configurado por la jurisprudencia como un delito autónomo de aquel al que se vinculan los capitales objeto de la actividad específicamente tipificada en el artículo 301 del Código Penal. No requiere por ello que el delito de referencia haya sido objeto de enjuiciamiento previo y sanción penal. Y resulta indiferente que el autor de ese delito sea el mismo al que se imputa el blanqueo u otro (Sentencia de este Tribunal núm. 483/2007 de 4 de junio, que da cumplida cuenta de la evolución del tratamiento legislativo de estas conductas).

El comportamiento típico puede adoptar diversas modalidades: 
a) adquirir, convertir, transmitir un bien sabiendo de su origen en un delito grave, que es la modalidad típica de blanqueo por la que bienes en el mercado ilícito entran en el de lícito tráfico jurídico; 

b) realizar cualquiera tipo de acto que tenga alguna de las finalidades típicas consistentes en ocultar o encubrir aquel origen o -como modalidad de encubrimiento-, procurar que quien participó en la infracción no eluda las consecuencias de su responsabilidad penal respecto de dichos bienes. La ocultación o encubrimiento podrá ser de la naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre los bienes o propiedad de los mismos, si quien realiza tal acto sabe la procedencia, que es, como dijimos en la Sentencia antes citada la denominada “receptación del blanqueo” por lo que la conducta no recae sobre los bienes procedentes del previo delito, sino sobre los que ya han sido objeto de alguno de los actos de blanqueo descritos con anterioridad, lo que exige que tales bienes hayan experimentado ya alguna transformación. (STS 8 DE ABRIL DE 2010)

En este mismo sentido, el Tribunal Supremo ha descrito una variedad de conductas toda ellas integradoras del tipo objetivo:

1.- Adquirir, convertir o transmitir bienes sabiendo que provienen de la realización de un delito.

Esta modalidad tipifica comportamientos genuinos de blanqueo que son, como destaca la doctrina los encaminados a introducir los bienes de ilícita procedencia en el mercado legal. A través de la adquisición se incorporan bienes al patrimonio propio ya sea el título de adquisición oneroso o gratuito. Conversión equivale a transformación de bienes en otros distintos, mientras que la transmisión supone lo contrario de la adquisición, es decir, extraer bienes de su patrimonio para integrarlo en el de un tercero.

2.- Realizar actos que procuren ocultar o encubrir ese origen. 

Se trata en realidad, de una conducta de favorecimiento real propia del encubrimiento (art. 451.2) con el que entraría en concurso de normas. La mención "cualquier otro acto" es poco respetuosa con el principio de seguridad jurídica y la certidumbre y taxatividad que demanda la legalidad penal en su cumplimiento de tipicidad. Los actos típicos son autónomos respecto a la modalidad precedente y han de ser idóneos al fin de que se trata. Pueden consistir en un hacer o en una omisión, si bien en este segundo caso el omitente habría de ser destinatario de un deber jurídico de actuar impuesto legal o reglamentariamente, en los términos exigidos por la Ley de Prevención del Blanqueo de capitales.  

3.- Realizar (cualquier otro acto), para ayudar a quien ha realizado la infracción o delito base, la redacción del tipo introducida por la LO 15/2003 ya no exige que se trate de un delito grave, a eludir las consecuencias de sus actos.

De nuevo se tipifica una conducta de encubrimiento, ahora personal, por lo que entra en concurso de normas con el art. 451.3, a resolver conforme el criterio de la alternatividad (art. 8.4).

4.- Ocultar o encubrir la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre los bienes o propiedad de los mismos a sabiendas de su procedencia ilícita.

Se tipifica ahora la denominada "receptación del blanqueo" por lo que la conducta no recae sobre los bienes procedentes del previo delito, sino sobre los que ya han sido objeto de alguno de los actos de blanqueo descritos con anterioridad, lo que exige que tales bienes hayan experimentado ya alguna transformación.

En este mismo sentido, la STS de 22 de julio de 2003 estableció lo siguiente: El denominado blanqueo equivale a encubrir o enmascarar el origen ilícito de los bienes y así el artículo 301.1 C.P describe y castiga aquellas conductas que tienen por objeto adquirir, convertir, transmitir o realizar cualquier acto semejante con bienes que se sabe que tienen su origen en un delito (ya no necesariamente grave desde la LO. 15/2003), con la finalidad de ocultar o encubrir su origen ilícito o ayudar a la persona que haya participado en la infracción a eludir las consecuencias legales de sus actos. En relación con los bienes debemos significar que no se trata de los que constituyen el objeto material del delito antecedente grave, sino de aquellos que tienen su origen en el mismo. Por ello los bienes comprenden el dinero o metálico así obtenido.

En los delitos de tráfico de drogas, por ejemplo, no se trata de las sustancias tóxicas, sino del dinero o bienes entregados a cambio de aquéllas. Por ello el recurrente desenfoca la cuestión cuando se refiere al tipo objetivo olvidando que los bienes blanqueados no son los adquiridos - en este caso embarcaciones- por el mismo, sino el dinero entregado por el autor de un delito contra la salud pública para su adquisición, de forma que dicho metálico de procedencia ilícita se convierte merced a la directa intervención del acusado en otros bienes con la finalidad de ocultar o encubrir el origen ilícito del dinero. Por ello el destino ulterior o que se dediquen esos bienes adquiridos resultará irrelevante y si éste es la comisión de cualquier otro delito, se producirá el correspondiente concurso.

Finalmente, en relación con la referencia del tipo al supuesto delito previo del que se deriven los bienes que se dicen blanqueados, la STS de 14 de abril de 2003 es clara al señalar que: "Pudiera pensarse, desde una óptica interpretativa estrictamente formalista, que sin condena por delito o en general, sin declaración judicial de la existencia de delito, no puede aplicarse el art. 301 C.P. Sin embargo, la doctrina de esta Sala ya ha tenido ocasión de pronunciarse. Recordemos la S. núm. 1704 de 29 de septiembre de 2001, que pone de manifiesto que ni en la definición del delito de blanqueo ni en la definición de la forma genérica de receptación "se exige la previa condena por el delito del que proceden los bienes que se aprovechan u ocultan. La ausencia de semejante requisito en el tipo cuestionado es, por lo demás, rigurosamente lógica desde una perspectiva de política criminal puesto que, tratándose de combatir eficazmente un tráfico de drogas en todos los tramos del circuito económico generado por dicha delincuencia, carecería de sentido esperar, en la persecución penal de estas conductas, a que se declarase la responsabilidad de quien en el tráfico hubiera participado".

En idéntico sentido la STS. 928/2006 de 5.10, precisa que "el origen delictivo de los bienes es evidentemente un elemento del tipo penal objetivo con todas las consecuencias que de ello se derivan. En lo que aquí interesa como elemento del tipo debe ser objeto de la prueba, y, en este sentido se debe destacar que no rige al respecto ninguna regla especial. Por lo tanto, son aplicables a la prueba del "origen delictivo de los bienes" los principios enunciados en las SSTC. 174/85, 175/85 y 229/88, según las cuales el derecho a la presunción de inocencia no se opone a que la convicción judicial en un proceso penal pueda formarse sobre la base de una prueba indiciaria". Es decir: el delito origen de los bienes puede ser probado por indicios y no es necesario, puesto que así no lo exige el tipo penal, que exista una sentencia judicial que lo haya constatado en un proceso anterior determinado, sin que el acusado por el delito del art. 301 CP haya sido el autor del delito.

En definitiva, la doctrina jurisprudencial ha establecido que admitiéndose que la existencia del delito previo constituye elemento objetivo del tipo y su prueba condición de tipicidad, en ningún caso la jurisprudencia requiere que hubiera precedido sentencia condenatoria firme, bastando con que el sujeto activo conozca que los bienes tengan como origen un hecho típico y antijurídico (SSTS. 19.9.2001, 19.12.2003, y 23.12.2003), y ni siquiera se considera preciso que se determine la autoría del delito precedente (STS. 23.2.2005), por cuanto tal requisito, necesidad de condena previa, haría imposible en la practica la aplicación del tipo de blanqueo.

El Tribunal, sin necesidad de la previa declaración de un hecho como delito grave, sí tiene que hacer una interpretación valorativa de este elemento normativo y concluir que los bienes a ocultar proceden de hechos susceptibles de ser calificados como un delito grave de tráfico de drogas.

El conocimiento del origen ilícito aparece descrito en el propio precepto con las expresiones "sabiendo", "para" y "a sabiendas". Ahora bien, este conocimiento exige certidumbre sobre el origen, si bien no es necesario un conocimiento pleno y detallado de los pormenores de la infracción precedente (STS. 1070/2003 de 22.7), aunque no es suficiente la mera sospecha. 

SEGUNDO.- Expuestas estas consideraciones generales, lo que procede ahora es analizar su encaje en los hechos objeto de denuncia. Los indicios de la comisión de un infracción penal precedente entre otros, de un delito de malversación de caudales públicos, se revelan de los siguientes datos: 

En fecha 4 de octubre de 2010, D. RAMON MARI VILA y otros, comparecieron ante la sede de la Fiscalía Provincial de Valencia a fin de denunciar las presuntas irregularidades detectadas en el seno de la empresa pública EMARSA, haciendo especial mención a las empresas gestionadas por los hermanos GARCIA MARTÍNEZ y añadiendo en su escrito de denuncia que “existen otras facturaciones por servicios externos a precios desorbitados e incluso por servicios aparentemente duplicados realizados por diversas empresas que deberían ser objeto de investigación, siendo especialmente llamativo el montante alcanzado por el grupo de empresas que facturan por tratamiento y transporte de lodos producidos en la planta depuradora”.

La denuncia interpuesta dio lugar a la formación de las Diligencias de Investigación Penal nº 49/10 por Decreto de la Ilma. Sra. Fiscal Fiscal-Jefe de la Fiscalía Provincial de Valencia de 11 de octubre de 2010, cuya investigación  fue asignada a la Fiscal que suscribe. 

En fecha 14 de octubre de 2010, la Fiscal que suscribe acordó la acumulación a las Diligencias de Investigación de los TOMOS relativos a la actuaciones de liquidación practicadas por EMSHI y que fueron remitidos por el Sr. Crespo Calatrava, Presidente de la referida entidad, para su unión a las investigación iniciada. En la referida documentación ya se hacía mención a las presuntas irregularidades observadas por las empresas encargadas del tratamiento de lodos procedentes de la EDAR de Pinedo. 

El día 15 de octubre de 2010, D. RAMÓN MARI VILA y otros, presentaron en la sede de la Fiscalía Provincial de Valencia un nuevo escrito de denuncia complementario del anterior, a fin de incluir en la investigación las presuntas irregularidades detectadas y referidas a los años anteriores a 2010, toda vez que el proceso de liquidación estaba siendo limitado a las facturas pendientes de pago y no a las ya satisfechas en ejercicios anteriores, así como a las empresas encargadas de la gestión de los lodos de la planta depuradora. Junto a la referida denuncia fue aportada diversa documentación cuya unión a las Diligencias de Investigación Penal nº 49/10 fue acordada en fecha 22 de octubre de 2010. 

El 3 de noviembre de 2010, la EMSHI, representada por el hoy imputado, ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, presentó escrito de querella contra MARIA PAZ GARCÍA MARTÍNEZ, SEBASTIAN GARCÍA MARTÍNEZ, VICTOR MANUEL GARCÍA MARTÍNEZ, ESTEBAN CUESTA ANGUIX, Gerente de E marsa, Y ENRIQUE ARNAL LLORENS, Director Financiero de E marsa, por las irregularidades observadas en la prestación de servicios a la empresa pública durante el primer semestre del ejercicio 2010. En virtud de lo dispuesto en el art. 773 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Fiscalía Provincial acordó el archivo de las Diligencias de Investigación Penal y la remisión de todo lo actuado al Juzgado de Instrucción nº 15 de los de Valencia, si bien en el referido informe se solicitó la ampliaron de los hechos objeto de investigación a los ejercicios anteriores al 2010 y respecto de varias empresas más, cuya prestación de servicios a EMARSA era de dudosa realidad. 

El informe remitido por la Fiscalía Provincial fue unido a las Diligencias Previas nº 3751/2010 por Auto de 12 de enero de 2011, por el que se acordó admitir a trámite la querella presentada por EMSHI, haciendo mención expresa a que en otras resoluciones se irá determinando el ámbito temporal objeto de la investigación con otras personas físicas o jurídicas. En consonancia con esta resolución, el Juzgado de Instrucción nº 15 de los de Valencia ha dictado varias resoluciones en las que se ha acordado la ampliación objetiva y subjetiva de los hechos objeto de procedimiento, y en aras a la brevedad, damos por reproducidas cada una de ellas en relación con los indicios descritos en las mismas sobre la presunta comisión de varios delitos por los hoy imputados, entre ellos un delito de malversación de caudales públicos. 

En concreto se dan por reproducidos los argumentos expuestos en las siguientes resoluciones: Auto de 12 de enero de 2011, 1 de marzo de 2011, 2 de marzo de 2011, 18 de mayo de 2011,18 de octubre de 2011, 20 de octubre de 2011, 24 de octubre de 2011, 7 de noviembre de 2011, 21 de noviembre de 2011, 28 de noviembre de 2011, 27 de diciembre de 2011, 3 de enero de 2012, 9 de enero de 2012 y 10 de abril de 2012 entre otros, donde se han delimitado los hechos penalmente relevantes que, hasta el momento, son objeto de la investigación  y las personas a las que se atribuye participación en tales hechos y que han adquirido la condición de imputados, atendiendo a los indicios existentes en las presentes diligencias.

Existen indicios suficientes para considerar que en el periodo comprendido entre 2004 y 2010, las personas que formaban parte de la Dirección de la Sociedad EMARSA: el Presidente del Consejo de Administración y Consejero Delegado, D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, a la sazón Presidente de la Entidad Metropolitana de Servicios Hidráulicos, socio único de la sociedad pública; el Gerente, D. ESTEBAN CUESTA ANGUIX y D.  ENRIQUE ARNAL LLORENS, en su calidad de  Director del Departamento Financiero. Así como, el Gerente de la Entidad Pública de Saneamiento de Aguas Residuales, D. JOSE JUAN MORENILLA MARTÍNEZ y el Jefe del Departamento de Explotaciones de la EPSAR, D. IGNACIO BERNÁCER BONORA, entre otras personas y sociedades, se concertaron para que durante dicho periodo de tiempo, determinadas sociedades entablaran relaciones comerciales con EMARSA facturando por dichas relaciones grandes sumas de dinero, a sabiendas de que no estaban prestando servicio alguno o de que si lo estaban prestando, lo hacían a un precio muy superior al coste real del servicio, todo ello con la finalidad de obtener un beneficio ilícito a costa de los fondos de los que la Sociedad disponía para el ejercicio de su actividad. 

TERCERO.- Entre las personas imputadas encontramos como uno de los principales autores a D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, cuyos indicios racionales de criminalidad quedan sobradamente expuestos en las siguientes resoluciones: Auto de 24 de octubre de 2011 (Auto de imputación), Auto de 30 de enero de 2012 (Auto de responsabilidad civil), Auto de 12 de abril de 2012 (confirmatorio del Auto de 30 de enero de 2012), Auto de 15 de marzo de 2012 (adopción de medidas cautelares), Auto de 11 de abril de 2012 (confirmatorio del anterior), Auto de 17 de enero de 2012 (medidas cautelares extendidas a sus familiares más cercanos) y Auto de 22 de febrero de 2012 (confirmatorio del anterior), cuyo contenido se da por reproducido. 

De las resoluciones anteriores y de las diligencias practicadas hasta el momento, los indicios racionales de criminalidad de la presunta comisión de unos hechos delictivos, así como la autoría de los mismos por parte de los hoy imputados, se han ido reforzando. Poniendo el énfasis en las empresas que mayor facturación han emitido a EMARSA, resulta evidente que el precio abonado a las empresas gestionadas por el Sr. ROCA y a la mercantil NOTEC SL ha sido duplicado respecto de su valor real, dato que se infiere no sólo de lo manifestado por la empresa gestora de lodos de EMARSA, ADOBS ORGANICS SL, y que ya expuso que el precio por este servicio era de 18 euros la tonelada de lodo, sino por las manifestaciones realizadas por los imputados, D. JOSE JUAN MORENILLA  y D. IGNACIO BERNACER, que reconocieron en sede judicial que la actual gestora de Pinedo pagaba por este servicio el precio indicado. Asimismo, hay sospechas más que fundadas para pensar que la mayor parte de los servicios y suministros facturados por las empresas dirigidas por D. SEBASTIÁN GARCÍA MARTÍNEZ no fueron prestados, tal y como ha reconocido el propio imputado, amén de lo que se desprende de la documental aportada a la causa.  

Asimismo, debemos añadir que las pruebas practicadas hasta ahora nos permiten concluir que el dinero abonado por EMARSA a las empresas del Sr. ROCA por esos trabajos ficticios fue desviado, entre otras, desde la cuenta principal que la mercantil ERWININ tenía abierta en la entidad CAIXA PENEDES, cuyos últimos dígitos son 1777, a otras cuentas satélite, titularidad igualmente de las empresas administradas por este imputado. Dichas cuentas bancarias desde principios del año 2008 han tenido asociadas varias tarjetas bancarias cuyo único uso ha sido el de extraer en efectivo en diversos cajeros ubicados en Valencia y Albacete, principalmente, todo el dinero que les era transferido desde la cuenta principal y a ésta desde las cuentas de EMARSA, lo que revela que este sobreprecio fue abonado por los imputados con la única intención de lucrarse ilícitamente. A estas conclusiones se llega no sólo por el hecho de que las extracciones se han realizado de manera casi absoluta entre la ciudad de Valencia y Albacete, sino porque dos imputados han reconocido en sede judicial que el Sr. CUESTA les había referenciado que todo esto era obra de los Sres. CRESPO, MORENILLA Y BERNACER, y que la mecánica empleada para retornar el dinero abonado a las empresas gestoras de lodo se hacía mediante extracciones de efectivo con tarjeta bancaria en cajero automático. Parte de estas manifestaciones fueron corroboradas por el imputado D. ESTEBAN CUESTA ANGUIX, si bien éste limitó a 60.000 euros el dinero extraído mediante este sistema. 

CUARTO.- Una vez establecida e indiciariamente acreditada la mecánica empleada por los principales imputados, entre los que se encuentra D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, para lograr el desvío de fondos públicos, resulta absolutamente necesario conocer el destino del dinero obtenido mediante el incremento ficticio de la facturación a EMARSA.

En estas labores de investigación, el Juzgado de Instrucción nº 15 solicitó una comisión rogatoria a la Batllia D`Andorra Secció de Instrucció por la que interesaba la remisión de los Autos de imputación dictados por dicho órgano judicial en el curso de las Diligencias Previas nº 4100-4/11,  y en cuyo seno están siendo investigados como presuntos autores de un delito de blanqueo de capitales entre otros, D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA y D. CARLOS CRESPO CALATRAVA. Asimismo, le fue solicitada una copia autenticada de las Diligencias Policiales que habían dado origen a este procedimiento penal en el Principado Andorra. 

Parte de esta comisión rogatoria ha sido unida a las actuaciones por providencia de 28 de septiembre de 2012, y que cuyo contenido nos aporta datos muy relevantes del destino del dinero obtenido de manera ilícita por los imputados y especialmente por D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA. 

QUINTO.- Determinada la presunta comisión de un delito y la posible participación en el mismo de D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, resta describir los indicios que nos llevan a considerar que el hermano de éste debe adquirir la condición de imputado como presunto autor de un delito de blanqueo de capitales descrito en las alegaciones anteriores. 

De las actuaciones remitidas por la Batllia D`Andorra Secció de Instrucció, se extrae la siguiente información: 

1º.- En fecha 27 de diciembre de 2007 D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA y D. CARLOS CRESPO CALATRAVA, procedieron a la apertura de la cuenta bancaria número AD59-0006-0006-3312-4584-6243 en la entidad BANCA PRIVADA DE ANDORRA. El número de cliente asignado fue le 421824, siendo el titular D. CARLOS CRESPO CALATRAVA al que le fue asignado el número 10072963. El mismo día de la apertura, D. CARLOS CRESPO confirió amplios poderes para operar en la citada cuenta bancaria a su hermano e imputado en esta causa, D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, asignándole al mismo el número 10072964.  

[bookmark: _GoBack]2º.- En el momento de la apertura, los contratantes tuvieron que cumplimentar un cuestionario relacionado con sus datos personales y profesionales. Como datos personales fue aportada la dirección del domicilio de D. CARLOS CREPO CALATRAVA y el correo electrónico de una mercantil denominada MUSECO.  En el apartado relativo a sus profesiones, ambos manifestaron dedicarse a la labor de la asesoría fiscal, explicando como motivo de la apertura de la cuenta la de diversificar inversiones y en el futuro adquirir una segunda residencia. Finalmente, en el apartado relativo al conocimiento de otros clientes en la entidad, contestaron afirmativamente, y aportaron como número de cliente el 421.155, cuyos datos por ahora se desconocen. Finalmente marcaron la casilla con la indicación “empresarial”, como origen del dinero invertido. 

Los datos de la empresa de la que supuestamente procedería el dinero invertido fueron anotados en dicha documentación y según consta en la misma era la empresa MUSECO, con domicilio en la calle Rosas nº 6 puerta 18, incluida en el sector de la asesoría. 

En el apartado relativo al modo en el que pensaban hacer llegar los fondos al banco, anotaron que lo harían ellos mismos, realizando los ingresos con una frecuencia de dos anuales y con un saldo previsto de 100.000 euros. 

Destacar que en el apartado relativo a la pregunta de si se trataban de personas expuestas públicamente, los contratantes marcaron la casilla con la indicación “no”. 

3º.- Junto a la documentación anteriormente referida ha sido aportado el extracto de los movimientos bancarios habidos desde su apertura hasta el momento de su cancelación, el 18 de noviembre de 2010, sólo unos días después de la interposición de la querella ante los Juzgados de Instrucción de Valencia por D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, en representación de la EMSHI.

Del extracto bancario  se obtienen los siguientes movimientos bancarios que llaman poderosamente la atención: 

El día 27 de diciembre de 2007, momento en el que se produce la apertura de cuenta, proceden al ingreso de 60.000 euros en efectivo. Al día siguiente constituyen una imposición a término por 59.500€ (IMPOS.00001). 

El día 12 de enero de 2008, realizan un nuevo ingreso en efectivo de 60.000€, constituyendo el día 15 de ese mismo mes y año una imposición a término por 60.000€(IMPOS.00002). 

El día 28 de marzo de 2008 cancelan las dos imposiciones anteriores e inmediatamente después constituye dos nuevas imposiciones por 60.004,36€(IMPOS.00003) y 60.000€(IMPOS.00004). El 5 de mayo de 2008 cancelan esta segunda imposición y ese mismo día constituyen una nueva por el mismo importe (IMPOS.00005). 

El 22 de mayo de 2008 realizan un nuevo ingreso en efectivo, pero esta vez es de 200.000€ y cuatro días después constituyen una imposición a término por el mismo importe (IMPOS.00006). 

El 5 de junio de 2008 cancelan la imposición 00005 e inmediatamente después constituyen otra por 60.330,56€ (IMPOS.00007).

El 23 de junio de 2008 cancelan la IMPOS.00006, obteniendo un reintegro de 200.000€, pero inmediatamente renuevan la imposición con un importe de 200.541,44€ (IMPOS.00008).

El 30 de junio de 2008, cancelan la IMPOS.00003 obteniendo un reintegro de 60.004,36€ y ese mismo día ordenan la renovación de la imposición por 60.529,77€ (IMPOS.00009).

El 30 de julio de 2008 ordenan la cancelación de la IMPOS.00007 e inmediatamente la renuevan por otra de 60.496,99€ (IMPOS.00009).

El 23 de julio de 2008 cancelan la imposición IMPOS.00008, obteniendo un reintegro de 200.541,44, ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 201.043,14 (IMPOS.000011). 

El 7 de agosto de 2008 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00010 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 60.651,13€ (IMPOS.000012).

El 25 de agosto de 2008 cancelan la imposición IMPOS.00011, obteniendo un reintegro de 201.043,14€, ese mismo ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 201.588,44 (IMPOS.000013).

El 8 de septiembre de 2008 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00012 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 60.810,65€ (IMPOS.000014).

El 25 de septiembre de 2008 cancelan la imposición IMPOS.00013, obteniendo un reintegro de 201.588,44€, ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 202.102,08 (IMPOS.000015).

El 30 de septiembre de 2008 ordenan la cancelación de la IMPOS. 0009 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 61.048,50€ (IMPOS.000016).

El 8 de octubre de 2008 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00014 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 60.960,59€ (IMPOS.000017).

El 11 de octubre de 2008 proceden al ingreso en efectivo de 30.000€.

El 27 de octubre de 2008 cancelan la imposición IMPOS.00015, obteniendo un reintegro de 202.102,08 €, ese mismo ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 202.669,07€ (IMPOS.000018).

El 10 de noviembre de 2008 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00017 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 121.136,00€ (IMPOS.000019).

El 10 de noviembre de 2008 cancelan la imposición IMPOS.00018, obteniendo un reintegro de 202.669,07€, ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 170.000€ (IMPOS.20).

El 10 de diciembre de 2008 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00019 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 121.414,70€ (IMPOS.21).

El 10 de diciembre de 2008 cancelan la imposición IMPOS.00020, obteniendo un reintegro de 170.000€, ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 170.364,97€ (IMPOS.22).

El 30 de diciembre de 2008 ordenan la cancelación de la IMPOS. 00016 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 61.571,68€ (IMPOS.000023).

El 12 de enero de 2009 proceden  a la cancelación de la IMPOS. 00021 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 121.617,04€ (IMPOS.24).

El 12 de enero de 2009 cancelan la imposición IMPOS.00022 y ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 170.648,87€ (IMPOS.25).

El 12 de febrero de 2009 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00024 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 121.753,30€ (IMPOS.26).

El 12 de febrero de 2009 cancelan la imposición IMPOS.00025 y ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 170.840,07€ (IMPOS.27).

El 12 de marzo de 2009 proceden  a la cancelación de la IMPOS. 00026 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 121.818,16€ (IMPOS.28).

El 12 de marzo de 2009 cancelan la imposición IMPOS.00027 y ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 170.931,08€ (IMPOS.29).

El 31 de marzo de 2009 ordenan la cancelación de la IMPOS. 00023 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 61.837,79€ (IMPOS.000030).

El 14 de abril de 2009 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00028 y ordenan la renovación de la misma por un importe de 121.864,42€ (IMPOS.31).

El 14 de abril de 2009 cancelan la imposición IMPOS.00029 y ese mismo día ordenan la renovación de esta imposición con un importe de 170.995,98€ (IMPOS.32).

El 8 de mayo de 2009 ordenan la cancelación de la IMPOS. 00030 obteniendo un reintegro de 61.837,79€.

El 8 de mayo de 2009 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00031 obteniendo un reintegro de 121.864,42€.

El 8 de mayo de 2009 proceden a la cancelación de la IMPOS. 00032 obteniendo un reintegro de 170.995,98€.

En esa misma fecha ordenan una transferencia de 300.000 euros a favor de un cliente de ANDBANC identificado por el ordenante con el número TG126140, beneficiario cuya identidad se desconoce por el momento. 

El 8 de mayo de 2009 constituyen una imposición de 56.500€ que queda registrada con el número IMPOS. 000033. El 10 de agosto de 2009 y el 11 de mayo de 2010 proceden a la renovación de esta imposición. 

El 5 de agosto de 2010, reintegran de la cuenta 20.000 euros en efectivo. En esa misma fecha cancelan la imposición anterior y la renuevan pero por un importe de 36.500 euros. Finalmente la imposición es cancelada el 15 de noviembre de 2010 y ese mismo día reintegran de la cuenta en efectivo 37.019,50€ y seguidamente ordenan la cancelación de la cuenta.  

SEXTO.- Existen indicios suficientes para imputar a D. CARLOS CRESPO CALATRAVA la presunta comisión de un delito de blanqueo de capitales por los siguientes motivos: 

a) De las operaciones bancarias descritas merecen un especial interés los ingresos en efectivo cuyo origen lícito es altamente dudoso. 

b) Debemos poner de manifiesto que el importe total de los ingresos en efectivo asciende a 350.000€, cantidad que ha sido obtenida por los hermanos CRESPO CALATRAVA en un corto espacio de tiempo, aproximadamente en un plazo de ocho meses desde la apertura de la cuenta. 

c) Resulta relevante el periodo de tiempo en el que se producen dichos ingresos, esto es, a lo largo del año 2008, momento en que se inician las extracciones bancarias con tarjetas asociadas a las cuentas del imputado D. JORGE IGNACIO ROCA SAMPER, la mayor parte de ellos en los cajeros de Valencia, destacando algunas operaciones en cajeros ubicados en la localidad de Manises, y en concreto en la oficina de BANCAJA sita en la calle Mayor de dicha localidad, donde tiene cuenta abierta D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA. 

d) En la investigación patrimonial aportada a las actuaciones y que revela los ingresos obtenidos por D. CARLOS CRESPO a lo largo de estos años, no se infiere la realización de actividad mercantil o profesional alguna que le reporte semejantes beneficios. Lo mismo debe predicarse de los ingresos obtenidos durante estos diez meses por D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA. De las declaraciones de IRPF de D. CARLOS CRESPO se obtiene la siguiente información:  en el año 2004 obtuvo unos ingresos netos procedentes de rendimientos del trabajo de 12.486,24€, en el año 2005 los ingresos por el concepto anterior fueron de 26.047,14€, en el año 2006 percibió unos ingresos netos por rendimientos del trabajo de 27.382,75€; en el año 2007 obtuvo unos ingresos de 31.047,21€; en el año 2008 los ingresos netos fueron de 38.739,74€; en el año 2009 los ingresos fueron de 38.234,38€ y en el ejercicio 2010 los ingresos netos fueron de 36.556,30€. 

Asimismo, en los años 2007 y 2008, D. CARLOS CRESPO CALATRAVA no declaró ningún tipo de ingreso cuyo origen fuese el ejercicio de alguna actividad económica, por lo que desconocemos que tipo de actividad ha desarrollado mediante la empresa MUSECO, la cual fue indicada por los contratantes en la BANCA PRIVADA DE ANDORRA como la mercantil en la que desarrollaban su actividad. 

En relación con la mercantil anteriormente indicada, obra en el procedimiento que dicha empresa, cuya denominación social completa es MUSECO CONSULTORS SL, no ha sido titular de ningún bien o derecho durante el periodo comprendido entre 2004 y 2010. El administrador único de dicha mercantil es D. CARLOS CRESPO CALATRAVA. Llama la atención que el 31 de diciembre de 2004 causó baja por “fin de actividad” del Impuesto de Actividades Económicas, lo que significa que en el momento de la apertura de cuenta corriente en el Principado de Andorra la empresa se encontraba inactiva, dato que incrementa los indicios sobre la procedencia ilícita del dinero. La citada empresa es titular de dos cuentas bancarias cuyo saldo a 31 de diciembre de 2008, periodo en el que se realizan los ingresos, era de 116,41€ y 205,82€, respectivamente. Los saldos de dichas cuentas bancarias en años posteriores rondaron los 50 euros, aproximadamente, y esos mismos números ofrecían entre 2004 a 2008, por lo que la empresa ha carecido de una actividad que le haya reportado importantes beneficios. 

Por otro lado, D. CARLOS CRESPO con los ingresos anteriormente descritos ha conseguido incorporar a su patrimonio en un breve espacio de tiempo varios inmuebles. Así, por escritura de 13 de octubre de 2004, adquirió dos viviendas, dos plazas de garaje y un trastero en el edificio sito en la calle Rosas nº 6 de Manises, ascendiendo el importe de la operación a 187.283,62€, de los que 93.000 euros fueron financiados mediante la subrogación de un préstamo hipotecario. El 13 de julio de 2006, adquirió una vivienda en la calle Conrado Albaladejo de Alicante, siendo el importe de la operación de 291.490,87€, de los que 150.000 fueron financiados con un préstamo hipotecario.  Dicha vivienda fue vendida el 18 de marzo de 2009 por 300.000 euros. El 30 de abril de 2009 canceló una hipoteca que tenía a su nombre por 223.696,70€ en la entidad La Caixa. El 28 de diciembre de 2010, vendió un inmueble sito en la calle Marina Alta de la ciudad de Valencia por 165.000€, y el 4 de enero de 2011 procedió a la cancelación de un préstamo hipotecario de 72.143,69€. 

Finalmente, consta que la SLAE ha informado al Juzgado que los hermanos CRESPO CALATRAVA no han resultado premiados con ningún premio de lotería entre los años 2004 a 2010, por lo que refuerza la idea de que el dinero ingresado en efectivo en el Principado de Andorra no tenga una procedencia lícita.

e)  A la vista de los datos incorporados por los contratantes en los documentos de apertura de la cuenta bancaria, debemos poner de relieve que la dirección de la mercantil MUSECO corresponde a la dirección del domicilio de D. CARLOS CRESPO. Asimismo, sorprende como D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA trata de ocultar que en España es una persona con relevancia pública, en cuanto que en el momento de la apertura de la cuenta ostentaba el cargo de Alcalde de Manises, Vicepresidente Tercero de la Diputación de Valencia y el cargo Secretario General de Organización del Partido Popular de la Comunidad Valenciana, datos que fueron descubiertos inmediatamente por la entidad bancaria mediante el denominado World-Check. Finalmente, se atribuye la profesión de asesor cuando la realidad era bien distinta. 

Por todo lo expuesto con anterioridad, el Ministerio Fiscal considera que existen sospechas fundadas para considerar que D. CARLOS CRESPO CALATRAVA ha colaborado con su hermano, D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, en la ocultación del dinero procedente la actividad ilícita investigada en el presente procedimiento, facilitando su identidad para proceder a la apertura de una cuenta corriente en el Principado de Andorra y realizando en dicha cuenta diversos ingresos en efectivo que ascienden a  un total 350.000 euros, de los que 300.000€ han sido transferidos a su vez a la cuenta de otra persona no identificada, orden de transferencia que fue realizada de manera personal por el denunciado, según la documental aportada, todo ello con la finalidad de ocular el origen ilícito de dicha suma de dinero y colaborar con su hermano en la elusión de las consecuencias penales que pudieran conllevar la comisión de unos hechos constitutivos de delito. “ 




FUNDAMENTOS DE DERECHO
	
PRIMERO.-Atendidos los hechos  expuestos  en el escrito presentado por el Ministerio Fiscal, que tiene el valor de denuncia, procede la admisión a trámite de dicho escrito y, conforme a lo dispuesto en el artículo 777 LECrim, practicar las diligencias necesarias encaminadas a determinar la naturaleza y circunstancias del hecho, las personas que en él hayan participado y el órgano competente para su enjuiciamiento.

  Lo que a su vez, e ineludiblemente dados los términos de la denuncia, conduce a ampliar el objeto de las presentes  Diligencias Previas en orden a determinar si  CARLOS CRESPO CALATRAVA llevó o no  a cabo los hechos penalmente relevantes que ahora se le atribuyen y que pudieran ser  constitutivos de un delito de blanqueo de capitales, previsto y penado en el artículo 301 del Código Penal en su redacción aplicable al caso, que no es otra que la redacción dada por la LO 15/2003, vigente desde el 1 de octubre de 2004 hasta el 23 de diciembre de 2010.

   Y todo ello por considerar que los hechos denunciados por el Ministerio Fiscal y que, al nivel de indicios propio de esta fase de instrucción, se desprenden de distintas diligencias hasta ahora practicadas, guardan relación de conexidad delictiva, conforme a lo dispuesto en los artículos 300 y 17 LECrim, con los hechos que vienen siendo objeto de la presente investigación y en los que ENRIQUE CRESPO CALATRAVA figura ya como imputado.

SEGUNDO.-El detalle con el que se recogen en la denuncia del Ministerio Fiscal los hechos penalmente relevantes  que se atribuyen a CARLOS CRESPO CALATRAVA y que indiciariamente se desprenden de las diligencias  recientemente unidas a la causa, la exposición que de tales diligencias se hace por la Fiscal en su Informe y los Fundamentos de Derecho que, consiguientemente, se citan por la misma  en orden a la calificación jurídico penal de tales hechos, determinan que deba procederse a su investigación en la presente causa. 

   El objeto de la investigación que se sigue en las presentes Diligencias Previas se ha delimitado mediante distintas resoluciones: Auto de 12 de enero de 2011, 1 de marzo de 2011, 2 de marzo de 2011, 18 de mayo de 2011,18 de octubre de 2011, 20 de octubre de 2011, 24 de octubre de 2011, 7 de noviembre de 2011, 21 de noviembre de 2011, 28 de noviembre de 2011, 27 de diciembre de 2011, 3 de enero de 2012, 9 de enero de 2012 y 10 de abril de 2012, entre otros. 

   Existen motivos bastantes para considerar que en el periodo comprendido entre 2004 y 2010, las personas que formaban parte de la Dirección de la Sociedad EMARSA: el Presidente del Consejo de Administración y Consejero Delegado, D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, a la sazón Presidente de la Entidad Metropolitana de Servicios Hidráulicos, socio único de la sociedad pública; el Gerente, D. ESTEBAN CUESTA ANGUIX y D.  ENRIQUE ARNAL LLORENS, en su calidad de  Director del Departamento Financiero, así como, el Gerente en funciones de la Entidad Pública de Saneamiento de Aguas Residuales, D. JOSE JUAN MORENILLA MARTÍNEZ y el Jefe del Departamento de Explotaciones de la EPSAR, D. IGNACIO BERNÁCER BONORA, entre otras personas y sociedades, se concertaron para que durante dicho periodo de tiempo, distintas personas y sociedades administradas por algunos de los imputados entablaran relaciones comerciales con EMARSA, facturando por dichas relaciones grandes sumas de dinero, a sabiendas de que no estaban prestando servicio alguno o de que si lo estaban prestando, lo hacían a un precio muy superior al coste real del servicio, todo ello con la finalidad de obtener un beneficio ilícito a costa de los fondos de los que la Sociedad disponía para el ejercicio de su actividad. 

   Como ya se ha dicho, entre los imputados figura D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA. Los motivos por los que se sigue la investigación respecto al mismo han sido expuestos en las siguientes resoluciones: Auto de 24 de octubre de 2011 (Auto de imputación), Auto de 3 de enero de 2012, Auto de 30 de enero de 2012 (Auto de responsabilidad civil), Auto de 12 de abril de 2012 (confirmatorio del Auto de 30 de enero de 2012), Auto de 15 de marzo de 2012 (adopción de medidas cautelares), Auto de 11 de abril de 2012 (confirmatorio del anterior), Auto de 17 de enero de 2012 (medidas cautelares extendidas a sus familiares más cercanos) y Auto de 22 de febrero de 2012 (confirmatorio del anterior), cuyo contenido se da por reproducido.

TERCERO.-De las actuaciones remitidas por la Batllia D`Andorra, Secció de Instrucció, se desprende que:

1º.- En fecha 27 de diciembre de 2007 D. CARLOS CRESPO CALATRAVA, procedió a la apertura de la cuenta bancaria número AD59-0006-0006-3312-4584-6243 en la entidad BANCA PRIVADA DE ANDORRA. 

2º.- El número de cliente asignado al mismo fue el 421824.

3º.- Al proceder a la apertura de la cuenta Iba acompañado por D. ENRIQUE ANGEL CRESPO CALATRAVA. 

4º.- Se ha remitido copia del contrato de apertura de la cuenta firmado por D. CARLOS CRESPO CALATRAVA.

5º.- En dicha cuenta figura como autorizado D. ENRIQUE ANGEL CRESPO CALATRAVA. 

6º.- Entre la documentación remitida figura la ficha de registro de firmas suscrita por D. CARLOS CRESPO CALATRAVA, como titular de la cuenta y D. ENRIQUE ANGEL CRESPO CALATRAVA, como autorizado. 

7º.- Al primero le fue asignado el número 10072963 y a D. ENRIQUE ANGEL CRESPO CALATRAVA le fue asignado el número 10072964.

8º.- Obran, entre la documentación remitida, la fotocopias de los DNI tanto de D. CARLOS, como de D. ENRIQUE CRESPO  CALATRAVA y documento por el que, el mismo día de la apertura de la cuenta, D. CARLOS CRESPO CALATRAVA confirió amplios poderes para operar en la citada cuenta bancaria a su hermano, e imputado en esta causa, D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA.  

9º.- En el momento de la apertura de la cuenta, los Sres. CARLOS y ENRIQUE CRESPO CALATRAVA cumplimentaron un cuestionario confidencial relacionado con sus datos personales y profesionales, que igualmente figura entre la documentación remitida.

10º.- El cuestionario ya identifica al titular de la cuenta con el número 421824. 

11º.- En dicho cuestionario confidencial de “conocimiento del cliente” se identifica a estos con los números: 10072963 Y 10072964. Asimismo se hace constar que son “Germans” y se anota; “T1: soltero” y “A1: fase divorcio”. Por los Sres. CRESPO fue aportada la dirección del domicilio de D. CARLOS CRESPO CALATRAVA y una dirección de correo electrónico: museco@ono.com.  En el apartado relativo a sus profesiones, “T1” manifestó ser “asesor fiscal” y “A1” dedicarse a “asesoría”, explicando como motivo de la apertura de la cuenta la de “diversificar inversiones” y en el futuro adquirir una segunda residencia. Finalmente, en el apartado relativo al conocimiento de otros clientes en la entidad, contestaron afirmativamente y aportaron como número de cliente el “421.155”, cuyos datos por ahora se desconocen. Finalmente marcaron la casilla con la indicación “empresarial”, como origen del dinero invertido. 

12ª.- Los datos de la empresa de la que supuestamente procedía el dinero invertido fueron anotados en dicho cuestionario y según consta en el mismo era la empresa MUSECO, con domicilio en la calle Rosas n.º 6, puerta 18, incluida en el sector de la asesoría, tratándose de una pequeña empresa.

13º.- En el apartado relativo al modo en el que pensaban hacer llegar los fondos al banco, anotaron que lo harían ellos mismos, realizando los ingresos con una frecuencia de dos anuales y con un saldo previsto de 100.000 euros. 

14ª.-En el apartado relativo a la pregunta de si se trataban de personas expuestas públicamente, los contratantes marcaron la casilla con la indicación “no”.

15º.- No obstante la BANCA PRIVADA DE ANDORRA, por medio del Servicio World Check, clasificó a D. ENRIQUE ANGEL CRESPO CALATRAVA en la categoría de “POLITICAL INDIVIDUAL” y en la subcategoría “PEP” (Political Exposed Persons), con el cargo de “Mayor” (Alcalde) de la ciudad de Manises y miembro del Partido Popular.  

16º.- Junto a la documentación anteriormente referida, ha sido aportado el extracto de los movimientos bancarios habidos  en la cuenta desde su apertura hasta el momento de su cancelación, el 17 de noviembre de 2010, sólo unos días después de la interposición de la querella ante los Juzgados de Instrucción de Valencia por D. ENRIQUE CRESPO CALATRAVA, en representación de la EMSHI.

19º.- A los efectos de esta resolución, interesa destacar que en la citada cuenta se ingresaron las siguientes sumas: 1- El 27 de diciembre de 2007, 60.000 € en efectivo. 2- El 12 de enero de 2008,  60.000 € en efectivo. 3- El 22 de mayo de 2008, 200.000 € en efectivo. 4- Y el 10 de octubre de 2008, 30.000 € en efectivo. En total, 350.000 € en efectivo. 

20º.- Constan, entre los documentos remitidos, los documentos que acreditan los ingresos en cuenta mencionados, apareciendo firmas distintas entre las de las personas que realizan los citados ingresos.

21º.-Asimismo consta que el día 7 de mayo de 2009, se remitió un fax a BANCA PRIVADA DE ANDORRA por el cliente “421824”, manifestando que desearía realizar una transferencia a favor de ANDBANC, al cliente TG126140, indicando el número de cuenta, por una cantidad de 300.000 € y con fecha valor de 8 de mayo de 2009. No consta aún la identidad del beneficiario de dicha transferencia. 

22º.- Asimismo se ha remitido copia de la transferencia ordenada, que  igualmente queda reflejada en el extracto de la cuenta.

23º.-  Luego, el 5 de agosto de 2010, se realizó un reintegro en la cuenta por importe de 20.000 € y, finalmente, el 15 de noviembre de 2010, se realizó un último reintegro en la cuenta por importe de 37.019,50 €. 

 CUARTO.-  La empresa  MUSECO CONSULTORS SL es una sociedad de la que fue Administrador Único D. CARLOS CRESPO CALATRAVA.

   Estuvo dada de alta en el IAE   en el epígrafe 842 relativo a Servicios Financieros y Contables, epígrafe en el que causó baja por fin de actividad el 31 de diciembre de 2004 y no consta que ejerza actividad alguna desde esa fecha.

   Asimismo, en relación a las operaciones realizadas por MUSECO CONSULTORS SL con otras personas o entidades, durante el periodo comprendido entre los años 2002 a 2010, ambos inclusive, solo consta que en el año 2002 realizó compras a MILANCON SL por importe de 6.475,25 € y en el año 2003 realizó compras a la misma sociedad por importe de 10.110 €

   Consta además que MUSECO CONSULTORS SL era titular de dos cuentas que presentaban saldos muy reducidos al final de los ejercicios 2008, 2009 y 2010.

   MUSECO CONSULTORS SL, no ha sido titular de ningún bien o derecho durante el periodo comprendido entre 2004 y 2010.

QUINTO.- De las declaraciones de IRPF de D. CARLOS CRESPO CALATRAVA se desprende que en el año 2004 obtuvo unos rendimientos del trabajo de 12.486,24 €; en el año 2005 los ingresos por el concepto anterior fueron de 26.047,14 €; en el año 2006 los ingresos por el mismo concepto fueron de 27.382,75 €; en el año 2007 obtuvo unos ingresos por el mismo concepto de 31.047,21€; en el año 2008 los ingresos por igual concepto fueron de 38.739,74 €; en el año 2009 los ingresos por igual concepto fueron de 38.234,38 € y en el ejercicio 2010 los ingresos por este concepto  fueron de 36.556,30 €. 

   Por otro lado, D. CARLOS CRESPO CALATRAVA, que ya era propietario desde el 31 de octubre de 2003 de una vivienda bungalow en Alicante, con los ingresos anteriormente descritos adquirió, por escritura de 13 de octubre de 2004, dos viviendas, dos plazas de garaje y un trastero en el edificio sito en la calle Rosas nº 6 de Manises, ascendiendo el importe de la operación a 187.283,62€, de los que 93.000 euros fueron financiados mediante la subrogación de un préstamo hipotecario. El 13 de julio de 2006, adquirió una vivienda en la calle Conrado Albaladejo de Alicante, siendo el importe de la operación de 291.490,87€, de los que 150.000 fueron financiados con un préstamo hipotecario.  Dicha vivienda fue vendida el 18 de marzo de 2009 por 300.000 euros. El 30 de abril de 2009 canceló una hipoteca que tenía a su nombre por 223.696,70€ en la entidad La Caixa. El 28 de diciembre de 2010, vendió un inmueble sito en la calle Marina Alta 4 de la ciudad de Valencia por 165.000 € - se informa  que ya en 2004 era titular de dos inmuebles en calle Marina Alta 4- y, el 4 de enero de 2011, procedió a la cancelación de un préstamo hipotecario de 72.143,69€. 

   Finalmente, consta que la SLAE ha informado al Juzgado que los hermanos CRESPO CALATRAVA no han obtenido ningún premio de lotería entre los años 2004 a 2010. 

   Asimismo se han unido a las diligencias los saldos de sus cuentas  en el cuarto trimestre y al final de los ejercicios 2008 a 2010.


SEXTO.- Tomando en consideración cuanto antecede se concluye que existen motivos bastantes para ampliar el objeto de las diligencias, conforme a lo solicitado por el Ministerio Fiscal, al objeto de esclarecer si los hechos objeto de su denuncia pudieran ser constitutivos de un delito de blanqueo de capitales cometido por D. CARLOS CRESPO CALATRAVA.

   
En atención a lo expuesto,

                                                  PARTE DISPOSITIVA
	
 DEBO ACORDAR Y ACUERDO ampliar el objeto de las presentes Diligencias Previas y tener como imputado a  CARLOS CRESPO CALATRAVA como presunto autor de un delito de BLANQUEO DE CAPITALES previsto y penado en el artículo 301 del Código Penal, en su redacción aplicable, que es la de la LO 15/2003, vigente desde el 1 de octubre de 2004 hasta el 23 de diciembre de 2010. Dese traslado al mismo de la denuncia interpuesta. Óigase al mismo como imputado, asistido de Letrado y previa instrucción de sus derechos. Recábese su hoja histórico penal e informe de vida laboral. Estése a la recepción de la Comisión Rogatoria librada a la Autoridad Judicial del Principado de Andorra y a tenor de las diligencias que se remitan se acordará.

 Esta resolución no es firme y frente a ella cabe recurso de reforma y subsidiario de apelación en el plazo de tres días o recurso de apelación en el plazo de cinco días.

Así lo acuerda y firma D. VICENTE RIOS SEGARRA Magistrado-Juez del Juzgado de Instrucción número 15 de VALENCIA,  doy fe.







DILIGENCIA.- Seguidamente se cumple lo acordado, doy fe.-
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